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peñando el mismo trabajo al servicio de la misma Admi-
nistración, sí tienen reconocido el grupo D».

De tal forma que no es realmente, como se denuncia 
en la demanda de amparo, que el mismo órgano judicial 
haya interpretado en forma distinta las normas que orde-
naban el traspaso de personal de las Diputaciones Provin-
ciales andaluzas a la Junta de Andalucía, negando ahora la 
interpretación que previamente había sostenido, sino que, 
tomando como presupuesto en la Sentencia impugnada el 
dato de la titulación exigida para ingresar en los distintos 
cuerpos funcionariales, dato este que no está presente en 
el recurso resuelto por la Sentencia de contraste, el órgano 
judicial ha considerado que la titulación exigida para «ser 
adscrita a un cuerpo, escala, clase o categoría funcional de 
la Junta de Andalucía del grupo D» constituye un requisito 
imprescindible, de modo que no es posible adscribir a un 
funcionario a un cuerpo de superior categoría si carece de 
la correspondiente titulación necesaria. En otros términos, 
no es que, ante idénticas situaciones de hecho, el órgano 
judicial haya realizado una distinta aplicación de las nor-
mas jurídicas aplicables, sino que, en ejercicio de su exclu-
siva función de interpretar y aplicar la legalidad ordinaria, 
ha entendido en el caso de la Sentencia impugnada que el 
hecho de que la recurrente careciera de la titulación nece-
saria impedía su clasificación dentro del grupo D. En 
suma, es la valoración de este elemento de hecho, que no 
consta en la Sentencia de contraste, y no el que el órgano 
judicial haya cambiado de criterio aplicativo, lo que justi-
fica el pronunciamiento diferente e impide, en consecuen-
cia, comprobar la lesión del art. 14 CE que se denuncia.

5. En último término, es preciso destacar que consta 
la existencia de pronunciamientos posteriores del mismo 
órgano judicial coincidentes con la solución de la Sentencia 
impugnada (Sentencias de 19 y 26 de julio de 2004, recur-
sos núms. 2972-1998 y 2973-1998, y que han sido conoci-
das por este Tribunal porque han sido igualmente recurri-
das en amparo: recursos núms. 5630-2004 y 5855-2004). Y 
estas otras Sentencias, que están razonadas expressis ver-
bis incluso en forma idéntica a como lo hace por su parte la 
resolución aquí impugnada, es decir, atendiendo precisa-
mente como ratio decidendi a la titulación de las deman-
dantes en los respectivos procesos, proporcionan suficien-
tes elementos de juicio externos para poder deducir 
razonablemente que el supuesto cambio que se denuncia 
no sería en cualquier caso fruto de un mero voluntarismo 
selectivo frente al caso anterior, sino la solución genérica 
sentada con vocación de futuro y efectivamente aplicada 
por el órgano judicial en casos posteriores.

En consecuencia, no apreciándose la concurrencia de 
un cambio de criterio que vulnere el principio de igualdad 
en la aplicación judicial de la Ley, procedente será el pro-
nunciamiento previsto en el art. 53 b) LOTC.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por doña Francisca Puga 
Fernández.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de junio de dos mil 
siete.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 14396 Sala Primera. Sentencia 148/2007, de 18 de 
junio de 2007. Recurso de amparo 7545-2004. 
Promovido por don Francisco Javier Jover 
Estruch frente a la Sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Valencia que inadmitió su 
demanda contra el Ayuntamiento de Torrent 
sobre responsabilidad patrimonial. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión 
de demanda contencioso-administrativa por 
extemporánea, que impide la asistencia jurí-
dica gratuita (STC 219/2003).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7545-2004, promovido 
por don Francisco Javier Jover Estruch, representado por 
la Procuradora de los Tribunales doña Ángela Cristina 
Santos Erroz y bajo la asistencia del Letrado don Andrés 
Gustavo Malamud Serur, contra la Sentencia de la Sec-
ción Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Valencia de 29 de 
octubre de 2004, que inadmitió el recurso contencioso-
administrativo núm. 648-2001, sobre responsabilidad 
patrimonial de la Administración. Ha comparecido el 
Ayuntamiento de Torrent, representado por la Procura-
dora de los Tribunales doña Victoria Pérez-Mulet y Díez-
Picazo y bajo la asistencia de la Letrada doña Pilar Guillén 
Zaragoza. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Pablo Pérez Tremps, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 
15 de diciembre de 2004, don Francisco Javier Jover 
Estruch solicitó la designación de Abogado y Procurador 
de oficio para la interposición de recurso de amparo. Una 
vez efectuadas las designaciones, mediante escrito regis-
trado el 14 de abril de 2005, la Procuradora de los Tribuna-
les doña Ángela Cristina Santos Erroz, en nombre y repre-
sentación de don Francisco Javier Jover Estruch, y bajo la 
asistencia del Letrado don Andrés Gustavo Malamud 
Serur, formuló demanda de amparo contra la Sentencia 
que se menciona en el encabezamiento.

2. La demanda de amparo tiene su origen en los 
siguientes antecedentes:

a) El recurrente formuló reclamación de responsabili-
dad patrimonial al Ayuntamiento de Torrent, que fue des-
estimada por Acuerdo de su Comisión de Gobierno de 5 
de febrero de 2001, dictado en el expediente núm. 134-2000, 
que fue notificado el 23 de febrero de 2001, con la indica-
ción de que contra el mismo cabía interponer recurso 
contencioso-administrativo ante la Sala de este orden del 
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, 
en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente 
de la fecha de notificación.
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b) El recurrente, representado por la Procuradora de 
los Tribunales doña María José Montesinos Pérez y bajo la 
asistencia del Letrado don Santiago Vicente Correcher 
Castellblanch, por escrito registrado el 11 de mayo de 
2001, al que se acompañó documento del Ilustre Colegio 
de Procuradores de Valencia de 21 de marzo de 2001 por el 
que se comunica la designación en turno de oficio de la 
citada Procuradora, interpuso recurso contencioso-admi-
nistrativo, que fue tramitado con el núm. 648-2001 por la 
Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Valencia. El Ayun-
tamiento de Torrent alegó en la contestación a la demanda, 
entre otros extremos, la extemporaneidad del recurso por 
haberse presentado fuera del plazo de dos meses previsto 
legalmente. A esos efectos, advirtió que en los autos no 
constaba la fecha de la notificación de la designación de 
Abogado del turno de oficio que permitiera efectuar el 
cómputo del plazo correspondiente, conforme a lo dis-
puesto en el art. 16 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, regu-
ladora de la asistencia jurídica gratuita (en adelante LAJG). 
El Ayuntamiento de Torrente propuso como prueba docu-
mental que por el Ilustre Colegio de Abogados de Valencia 
se emitiera certificación de la fecha de la notificación al 
actor de la designación provisional del Letrado en el expe-
diente de justicia gratuita núm. 1485-2001, lo que fue 
denegado por providencia de 27 de enero de 2004. En el 
trámite de conclusiones, el Ayuntamiento reiteró la causa 
de inadmisibilidad alegada, sin que el recurrente manifes-
tara nada al respecto.

c) La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Valen-
cia, por Sentencia de 30 de noviembre de 2002, acordó 
declarar la inadmisibilidad del recurso al considerar que 
la demanda había sido interpuesta fuera del plazo legal 
de dos meses, argumentando que, al haberse notificado 
la resolución administrativa impugnada el 23 de febrero 
de 2001 y, por tanto, ser la fecha de término el 24 de abril 
de 2001, cuando se interpuso el recurso contencioso-
administrativo, el 11 de mayo de 2001, ya estaba vencido 
el plazo previsto en el art. 46 LJCA.

3. El recurrente aduce en su demanda de amparo la 
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 
24.1 CE), en su vertiente de derecho de acceso a la juris-
dicción, al haberse hecho una aplicación desproporcio-
nada y rigorista del requisito del plazo de prescripción, 
atendiendo al hecho, ignorado por la resolución judicial, 
de que había sido solicitada la designación de Abogado y 
Procurador de oficio para la interposición del recurso con-
tencioso-administrativo y, por tanto, que era de aplicación 
el art. 16 LAJG. A esos efectos se afirma, por un lado, que, 
tras serle notificada el 23 de febrero de 2001 la resolución 
administrativa, solicitó el 7 de marzo de 2001 que se le 
concediera el beneficio de justicia gratuita a los efectos de 
interponer recurso contencioso-administrativo, al ser pre-
ceptiva la intervención de Procurador y Abogado y, por 
otro, que la designaciones de Letrado y Procurador por 
los Ilustres Colegios de Abogados y Procuradores de 
Valencia, respectivamente, se produjeron el 21 de marzo 
de 2001, destacando que la designación de Abogado se 
había recibido «tiempo después» y la de Procurador el 6 
de abril de 2001, concluyendo de ello que el 11 de mayo 
de 2001, cuando se interpuso el recurso contencioso-
administrativo, no había transcurrido el plazo legal.

4. El Secretario de Justicia de la Sala Primera de 
este Tribunal, por diligencia de ordenación de 23 de 
mayo de 2005, de conformidad con lo dispuesto en el 
art. 88 LOTC, requirió a la Sección Tercera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Valencia la remisión del testimonio de las 
actuaciones.

5. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 8 de marzo de 2006, acordó la admisión a trá-
mite de la demanda de amparo y dirigir atenta comunica-
ción al órgano judicial competente para el emplazamiento 
a quienes hubieran sido parte en este procedimiento para 
que pudieran comparecer en el mismo.

6. La Secretaría de Justicia de la Sala Primera de 
este Tribunal, por diligencia de ordenación de 5 de julio 
de 2006, a tenor del art. 52 LOTC, dio vista de las actua-
ciones al Ministerio Fiscal y al recurrente por plazo 
común de veinte días para que pudieran presentar las 
alegaciones que estimasen pertinentes. Por diligencia de 
ordenación de 11 de julio de 2006 se tuvo por personado 
y parte al Ayuntamiento de Torrent y se le dio vista de las 
actuaciones por un plazo de veinte días para que pudiera 
presentar las alegaciones que estimase pertinente.

7. El Ayuntamiento de Torrent, por escrito registrado 
el 18 de septiembre de 2006, presentó sus alegaciones, 
haciendo constar que había alegado la extemporaneidad 
del recurso contencioso-administrativo, habida cuenta de 
que la contraparte litigaba con designación de profesiona-
les del turno de oficio, pero que sólo tenía conocimiento 
del oficio dirigido por el Colegio de Procuradores apor-
tado junto con la demanda, siendo denegada la prueba 
solicitada sobre certificación de la fecha de notificación de 
la designación provisional de Letrado y sin que el recu-
rrente hubiera aportado documento alguno al efecto ni 
manifestado oposición a la inadmisión alegada al formu-
lar conclusiones.

8. El Ministerio Fiscal, por escrito registrado el 19 de 
septiembre de 2006, presentó alegaciones interesando el 
otorgamiento del amparo, con anulación de la resolución 
impugnada y retroacción de actuaciones. A esos efectos 
argumenta que ha de considerarse lesiva del derecho a la 
tutela judicial efectiva una resolución judicial de inadmi-
sión que se limita a la aplicación literal del art. 46 LJCA, 
sin hacer mención al efecto suspensivo de la tramitación 
del proceso mientras se obtiene el beneficio de justicia 
gratuita.

9. El recurrente, por escrito registrado el 5 de sep-
tiembre de 2006, presentó alegaciones reiterando el 
carácter rigorista de la causa de inadmisión apreciada en 
la resolución judicial impugnada.

10. Por providencia de fecha 15 de junio de 2007 se 
señaló para la deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 18 siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo es 
determinar si la inadmisión por extemporaneidad del 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por el 
recurrente ha vulnerado su derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de derecho de 
acceso a la jurisdicción.

2. Este Tribunal ha reiterado que es un elemento 
esencial del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE) obtener del órgano judicial una resolución sobre el 
fondo de las pretensiones, derecho que también se satis-
face con una decisión de inadmisión que impida entrar en 
el fondo de la cuestión planteada cuando dicha inadmi-
sión se fundamente en la existencia de una causa legal 
que resulte aplicada razonablemente. Se ha resaltado que 
el primer contenido, en un orden lógico y cronológico, del 
derecho a la tutela judicial efectiva es el derecho de 
acceso a la jurisdicción, con respecto del cual opera el 
principio pro actione, por lo que las decisiones de inadmi-
sión sólo serán conformes con el art. 24.1 CE cuando no 
eliminen u obstaculicen injustificadamente el derecho a 
que un órgano judicial conozca y resuelva la pretensión 
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formulada, sin que ello comporte la forzosa selección de 
la interpretación más favorable a la admisión de entre 
todas las posibles de las normas que la regulan (por 
todas, STC 282/2006, de 9 de octubre, FJ 2).

En particular, sobre la decisión judicial de inadmisión 
por extemporaneidad, este Tribunal ha destacado que, si 
bien la aplicación de los plazos de prescripción y de 
caducidad es una cuestión de mera legalidad ordinaria, 
nada impide que adquiera una dimensión constitucional 
cuando resulte inmotivada, arbitraria, irrazonable o 
incursa en error patente. Se ha hecho especial incidencia 
en que si dicha decisión, además, supone cerrar la posibi-
lidad de obtener una primera resolución judicial sobre el 
fondo, también adquiere relevancia constitucional cuando 
sea el resultado de una interpretación y aplicación legal 
que por su rigorismo, formalismo excesivo o despropor-
ción entre los fines que preservan y la consecuencia de 
cierre del proceso, se conviertan en un obstáculo injustifi-
cado para resolver sobre la pretensión deducida (por 
todas, STC 274/2006, de 25 de septiembre, FJ 2).

Más en concreto, en relación con el cómputo del plazo 
de prescripción en lo supuestos de solicitud del derecho a 
la asistencia jurídica gratuita, este Tribunal ha señalado 
que «la interpretación del art. 16 [de la Ley 1/1996, de 10 
de enero, reguladora de la asistencia jurídica gratuita: 
LAJG], así como, en general, del conjunto del articulado 
de esta norma legal, debe venir guiada por la finalidad 
proclamada expresamente por la propia exposición de 
motivos de la misma de garantizar a todos los ciudada-
nos, con independencia de cuál sea su situación econó-
mica, el acceso a la Justicia en condiciones de igualdad, 
impidiendo cualquier desequilibrio en la efectividad de 
las garantías procesales garantizadas constitucional-
mente en el art. 24 CE que pudiera provocar indefensión, 
y, en particular, permitiéndoles disponer de los plazos 
procesales en su integridad» (STC 219/2003, de 15 de 
diciembre, FJ 4). A esos efectos, en la STC 182/2006, de 19 
de junio, ya afirmamos que en los casos en que antes de 
iniciar el procedimiento contencioso-administrativo se 
realiza la solicitud de designación de profesionales de 
oficio dentro del plazo legal de dos meses para la interpo-
sición de la demanda resulta arbitrario que, siendo clara-
mente viable entender que son los párrafos 3 y 4 del 
art. 16 LAJG los que regulan este tipo de supuestos, el 
órgano judicial considere, sin mayor argumentación, que 
no basta para la interrupción del plazo de prescripción la 
solicitud del reconocimiento del derecho a la asistencia 
jurídica gratuita, sino que es necesario obtener una reso-
lución del órgano judicial decretando la suspensión.

3. En el presente caso, como ha sido expuesto con 
más detenimiento en los antecedentes, han quedado 
acreditados en las actuaciones los siguientes extremos: 
en primer lugar, que al recurrente se le notificó el 23 de 
febrero de 2001 el Acuerdo de la Comisión de Gobierno 
del Ayuntamiento de 5 de febrero de 2001 denegando su 
reclamación de responsabilidad patrimonial. En segundo 
lugar, que, representado por la Procuradora de los Tribu-
nales doña María José Montesinos Pérez y bajo la asisten-
cia del Letrado don Santiago Vicente Correcher Castell-
blanch, interpuso recurso contencioso-administrativo 
mediante escrito registrado el 11 de mayo de 2001, al que 
se acompañó documento del Ilustre Colegio de Procura-
dores de Valencia de 21 de marzo de 2001 por el que se 
comunica la designación en turno de oficio de la citada 
Procuradora. En tercer lugar, que el Ayuntamiento de 
Torrent en su contestación a la demanda alegó, entre 
otros extremos, la extemporaneidad del recurso, tras 
advertir que en los autos no constaba la fecha de la notifi-
cación de la designación de Abogado del turno de oficio 
que permitiera efectuar el cómputo del plazo correspon-
diente, conforme a lo dispuesto en el art. 16 LAJG y que, 
incluso, fue denegada la prueba documental propuesta 

por el Ayuntamiento para que se emitiera certificación de 
la fecha de la notificación de la designación provisional 
del Letrado. Por último, también se constata que en la 
resolución judicial impugnada se acordó declarar la 
inadmisibilidad del recurso por extemporaneidad, sin 
hacer mención alguna a la circunstancia de que el recu-
rrente había solicitado y obtenido el derecho a la asisten-
cia jurídica gratuita.

En atención a estos antecedentes, y tal como también 
ha destacado el Ministerio Fiscal, no cabe sino concluir 
que la resolución judicial impugnada ha incurrido en un 
defecto de motivación con relevancia constitucional que 
debe implicar el otorgamiento del amparo por vulnera-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). 
En efecto, el órgano judicial contaba en la actuaciones 
con elementos concluyentes que ponían de manifiesto 
que el recurrente estaba actuando bajo la asistencia de 
profesionales del turno de oficio como son, por un lado, 
que así se hiciera constar en el encabezamiento del escrito 
de interposición del recurso, al que se acompañó copia de 
la designación del turno de oficio de la Procuradora y, por 
otro, que, incluso, el Ayuntamiento demandado había 
destacado esta circunstancia en la fundamentación de la 
causa de inadmisión alegada a los efectos de la aplicación 
del art. 16 LAJG en el cómputo de los plazos sobre la tem-
poraneidad del recurso. A pesar de ello, la argumentación 
aportada en la Sentencia impugnada respecto de la 
extemporaneidad de la demanda se limitó a verificar el 
transcurso del plazo legal de dos meses desde la notifica-
ción de la resolución administrativa impugnada, omi-
tiendo cualquier valoración sobre la eventual influencia 
que sobre dicho cómputo tenía la circunstancia de que el 
recurrente hubiera solicitado y obtenido el derecho a la 
asistencia jurídica gratuita para litigar contra la Adminis-
tración demanda. Pues bien, en este contexto, la omisión 
de cualquier consideración sobre la interpretación y apli-
cación del art. 16 LAJG, así como, en general, del con-
junto del articulado de esta norma legal, a los efectos de 
que se tomara en consideración en el caso concreto la 
posibilidad de que el recurrente, como beneficiario del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita, pudiera disponer 
de los plazos procesales en su integridad, implica que la 
resolución impugnada no ha cumplido con las exigencias 
constitucionales de motivación propias de este tipo de 
decisiones que impiden el acceso a una primera resolu-
ción judicial sobre el fondo de lo pretendido.

Todo ello determina que deba otorgarse el amparo 
solicitado por vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), desde la perspectiva del derecho de 
acceso a la jurisdicción, y anularse la resolución judicial 
impugnada con retroacción de actuaciones para que se 
dicte otra respetuosa con el derecho fundamental recono-
cido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar a don Francisco Javier Jover Estruch el 
amparo solicitado y, en consecuencia:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección 
Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, 
de 29 de octubre de 2004, dictada en el procedimiento 
contencioso-administrativo núm. 648-2001.
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3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior al 
de dictar Sentencia para que se dicte nueva resolución 
respetuosa con el derecho fundamental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de junio de dos mil 
siete.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 14397 Sala Segunda. Sentencia 149/2007, de 18 de 
junio de 2007. Recurso de amparo 22-2005. 
Promovido por don Waheed Koshagi Kelani 
frente a los Autos de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional que acordaron su prisión 
provisional en causa por delito de pertenencia 
a organización terrorista. 

Supuesta vulneración del derecho a la libertad 
personal: prisión provisional, ante la proximi-
dad del juicio oral, suficientemente motivada 
(STC 35/2007).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 22-2005, promovido 
por don Waheed Koshagi Kelani, representado por el Pro-
curador de los Tribunales don Adolfo Morales Hernández-
Sanjuán y asistido por el Letrado don Sebastiá Salellas 
Magret, contra los Autos de la Sección Tercera de la Sala 
de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 19 de noviembre 
y 9 de diciembre de 2004, en virtud de los cuales se 
decretó y confirmó la prisión provisional comunicada y 
sin fianza del recurrente. Ha intervenido el Ministerio Fis-
cal. Han comparecido don Ahmad Koshagi Kelani, repre-
sentado por el Procurador don Adolfo Morales Hernán-
dez-Sanjuán y asistido por el Letrado don Sebastiá 
Salellas Magret; don Luis José Galán González, represen-
tado por el Procurador don Manuel García Ortiz de Urbina 
y bajo la dirección letrada de doña María Nieves Fernán-
dez Pérez Ravelo; don Taysir Alony Kate, representado por 
la Procuradora doña Esther Rodríguez Pérez y asistido por 
el Letrado don José Luis Galán Martín; y don Kamal Hadid 
Chaar, representado por la Procuradora doña Almudena 
Delgado Gordo y asistido por el Letrado don Juan José 
Carro Gómez. Ha sido Ponente el Magistrado don Ramón 
Rodríguez Arribas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el día 3 de enero de 2005 el Pro-
curador de los Tribunales don Adolfo Morales Hernández-

Sanjuán, en nombre y representación de don Waheed 
Koshagi Kelani, interpuso recurso de amparo contra las 
resoluciones judiciales que se citan en el encabeza-
miento.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente 
recurso y relevantes para su resolución son, sucintamente 
expuestos, los siguientes:

a) El día 21 de septiembre del 2003 se dictó por parte 
del Juez Central de Instrucción núm. 5, en el marco del 
sumario 35-2001, un Auto por el que se decretaba la pri-
sión provisional, incondicional y comunicada, entre otros, 
del ahora demandante de amparo, por su presunta inte-
gración en la organización terrorista Al Qaeda, estimando 
que debía neutralizarse la eventual continuidad delictiva 
de sus integrantes y, sobre todo, evitar su sustracción de 
la acción de la justicia, «eventualidad que en el caso 
actual, y a pesar de que algunos de los imputados llevan 
largo tiempo en España y, por la gravedad de la imputa-
ción, se constituye casi en una certeza; y en algún caso en 
la posibilidad de reiteración delictiva».

b) Con posterioridad el mismo Juez dictó un nuevo 
Auto, de fecha 19 de abril del 2004, en el que, además de 
declararle procesado, se reformaba la situación de prisión 
provisional incondicional y se decretaba la libertad provi-
sional del demandante de amparo siempre que constitu-
yera fianza en cuantía de ciento cincuenta mil euros 
(150.000 euros).

Dicho Auto fundamentaba su decisión en «la menor 
gravedad de los hechos en relación con otros procesados; 
y la convicción de que, por las circunstancias concurren-
tes en el mismo, no se tratará de eludir la acción de la 
justicia, siendo suficiente la fijación de una fianza en can-
tidad proporcionada y suficiente».

Previo pago de la fianza impuesta, el recurrente 
obtuvo la libertad provisional en abril de 2004.

c) El referido Auto de procesamiento fue recurrido 
en reforma por la representación del recurrente, recurso 
desestimado por el Juez instructor, quien confirmó 
mediante Auto de 21 de mayo de 2004 íntegramente 
todos los pronunciamientos del Auto de 19 de abril de 
2004. Contra esta resolución se interpuso recurso de ape-
lación, igualmente desestimado por Auto de la Sección 
Cuarta de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 
15 de noviembre de 2004, que confirmó las resoluciones 
impugnadas en todos sus pronunciamientos.

d) El sumario 35-2001 del Juzgado Central de Ins-
trucción núm. 5 correspondió para su enjuiciamiento a la 
Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional, que por Auto de 19 de noviembre de 2004, pre-
via petición del Fiscal y tras celebrar la comparecencia 
prevista en el art. 505 LECrim, acordó decretar la prisión 
provisional comunicada y sin fianza del ahora deman-
dante de amparo y de otros procesados que se hallaban 
en libertad.

La fundamentación de tal decisión es la siguiente:

«Primero.–El Tribunal, analizando la petición del 
Ministerio Fiscal respecto a la puesta en prisión pro-
visional de Taysir Alony Kate (a) Abu Masab, Moha-
med Khair Al-Saqqua Alsaqqua, Abdalrahman Alar-
not Abu Aljer, Jamal Hussein Hussein, Basat Dalati 
Satut, Ghasoub Al-Abrash Ghalyoun, Waheed Kos-
hagi Kelani, Kamal Haddid Chaar y Ahmad Koshagi 
Kelani, a tenor de los indicios racionales de crimina-
lidad que resultan del Auto que resuelve el recurso 
de apelación contra el procesamiento, y oídas las 
alegaciones de las respectivas defensas de los pro-
cesados señalados, llega a la conclusión que en el 
procedimiento se ha producido una modificación de 
un hecho hasta ahora no existente cual es la petición 
de la acusación pública de la adopción de las medi-
das de prisión.


